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Acción de Tutela – Reintegro de Soldado Profesional retirado del servicio activo sin opción de reubicación:
Así las cosas, puede colegirse que solo puede permanecer en el servicio activo aquel que no presente mengua en su capacidad psicofísica, sin embargo, el artículo 10 del Decreto 1796 del cual se extrae esta conclusión, deja en evidencia una vulneración directa al derecho a la estabilidad laboral reforzada y desconoce las obligaciones del Estado de asegurar la protección de las personas en condición de discapacidad, y la de procurar acciones legislativas y judiciales coherentes para su protección; de tal manera que revisada la jurisprudencia constitucional, se advierte que en múltiples oportunidad se ha tenido la necesidad de dar aplicación a la excepción de inconstitucionalidad de esa normativa, tal y como se advierte, entre otras en las sentencias T-503/2010, T-081/2011 y T-459/2012 y, por lo que esta Sala de Decisión en caso de advertir similitud fáctica con ellos, también lo hará.

(..)

Antes de continuar con el análisis del presente asunto, es menester aclarar que el requisito de subsidiariedad se encuentra satisfecho, por cuanto si bien la regla general es la improcedencia de la tutela para obtener el reintegro, la misma se ha admitido de manera excepcional cuando se advierte la configuración de un perjuicio irremediable o se trate de un trabajador en situación de debilidad manifiesta; condiciones que aquí se reúnen por cuanto debe recordarse que en el escrito de amparo el señor Cruz Ospina manifestó que se encontraba desempleado, que no tenía ningún ingreso para su subsistencia y la de sus dos hijos de 2 y 6 años de edad, además que su situación de vulnerabilidad es evidente, por la incapacidad que padece y su condición de desempleado.

Pereira, veintiséis (26) de abril de dos mil dieciséis (2016). 

Acta número ___ de 26 de abril de 2016.

ASUNTO
Resuelve la Sala Cuarta de Decisión Laboral la acción de tutela de la referencia, que fuera impetrada por el señor Jhon Kennedy Cruz Ospina ante la presunta violación de sus derechos fundamentales de petición.

IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

ACCIONANTE:
Jhon Kennedy Cruz Opsina, identificado con cédula de ciudadanía No. 80.895.023 expedida en Bogotá D.C.
ACCIONADO:
Nación – Ministerio de Defensa – Fuerzas Militares de Colombia – Ejército Nacional, representado legalmente por el Mayor General Jaime Alfonso Lasprilla Villamizar.
VINCULADOS:

Nación – Ministerio de Defensa – Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, representado por el señor Ministro del ramo, doctor Luis Carlos Villegas.
SENTENCIA
I. ANTECEDENTES

Relata la accionante que ingresó al Ejercito Nacional el 12 de abril de 2004 prestando servicio militar y en mayo de 2005 ingresó y se graduó como soldado profesional.
Que el 1° de junio de 2015 le fue notificada el Acta Médica Laboral N° 78702 del 28 de mayo de 2015, en la que se le determinó una pérdida de capacidad laboral del 29% con una incapacidad permanente parcial imputable a actos del servicio, no apto para actividad militar, sin recomendación de reubicación.
Que el 30 de junio siguiente convocó al Tribunal Médico Laboral, quien al revisar el acta médica, expidió el Acta de Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía N° TML 15-2-634 en la que modificó la anterior, disminuyendo al 14% el porcentaje de pérdida de capacidad laboral.

Que el 16 de marzo de 2016 le fue notificada la Orden Administrativa de Personal N° 1120 a través de la cual lo retiran del servicio activo, por lo que en la actualidad se encuentra desempleado, sin ningún medio de sustento para él y sus dos hijos menores de edad.

Conforme a lo anterior, solicita se le ordene a la accionada que lo reincorpore al servicio activo, y lo reubique en una actividad que pueda desempeñar, teniendo en cuenta su grado de escolaridad, habilidades y destrezas y que le sean cancelados todos los salarios y prestaciones dejados de percibir, se efectúen las cotizaciones al sistema de seguridad social y le sea cancelada la indemnización prevista en la Ley 361 de 1997.
II. TRÁMITE
La solicitud de amparo fue admitida mediante auto del 12 de abril del año en curso, en el que se ordenó la vinculación de la Nación –Ministerio de Defensa – Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, a quienes se les corrió traslado por el término de dos (02) días. 
Las Fuerzas Militares de Colombia, informaron acerca de la remisión de la presente acción a la Dirección de Personal de Ejército Nacional, por ser de su competencia.

Por su parte, el Ministerio de Defensa – Secretaría General -. Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, allegó el escrito visible a folios 35 y s.s., en el cual solicita se declare improcedente el medio de protección elegido por el accionante toda vez que lo que se pretende es cuestionar la decisión adoptada mediante un acto administrativa, el cual posee una vía de control propia del conocimiento de los jueces administrativos. Aclara que la decisión adoptada en el Acta del 1° de febrero de 2016, es legítima porque se expidió atendiendo la legislación vigente, la situación médica del accionante y sus capacidades académicas, de las cuales se pudo concluir que no era apto para reubicación.
III.  CONSIDERACIONES
Del problema jurídico 

¿En el presente asunto se evidencia vulneración de los derechos fundamentales al trabajo, a la vida digna, al mínimo vital a la igualdad y a la estabilidad laboral reforzada  del accionante por parte del Ejército Nacional de Colombia, por retirarlo del servicio activo debido a la lesión lumbar que le genera una pérdida de la capacidad laboral equivalente al 14% y no reubicarlo laboralmente en actividades administrativas, docentes o de instrucción al interior de esa institución?

Aspectos generales de la Acción de tutela

El artículo 86 de la Constitución Política consagra la tutela como un mecanismo judicial encaminado a la protección de los derechos fundamentales cuando éstos se amenacen o se vulneren por la acción o por la omisión de la autoridad pública o por particulares en algunos casos especiales. 
Este instrumento de defensa se caracteriza por su trámite preferente, su residualidad y su subsidiariedad, a la luz del precepto superior que la consagra y del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 que la reglamenta, lo que permite advertir que el ejercicio de la tutela no es absoluto, está limitado por las causales de improcedencia allí contenidas, entre otros motivos, la relativa a la existencia de otros mecanismos de defensa judicial para garantizar la protección del derecho que se alega amenazado o vulnerado.
Estabilidad laboral reforzada de los trabajadores discapacitados.
La Constitución Política, a la altura del artículo 13, dispone que el Estado deberá propender por la realización de la igualdad material, es decir, deberá promover las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva, estableciendo en cabeza suya la obligación de adoptar medidas a favor de los grupos discriminados o marginados, en especial de aquellos que por su condición física o mental se encuentran en situaciones de debilidad manifiesta, los cuales han sido protegidos a través del derecho a la estabilidad laboral reforzada.
En razón de lo anterior y en atención a compromisos de carácter internacional
, el Estado ha expedido una serie de normas, entre ellas la Ley 361 de 1997, que ordenó el diseño de una política pública orientada a lograr su rehabilitación, integración social y a procurarles la atención especializada que de acuerdo a sus necesidades demanden.  
El artículo 26 de la mencionada ley consagró: 
En ningún caso la limitación de una persona, podrá ser motivo para obstaculizar una vinculación laboral, a menos que dicha limitación sea claramente demostrada como incompatible e insuperable en el cargo que se va a desempeñar. Así mismo, ninguna persona limitada podrá ser despedida o su contrato terminado por razón de su limitación, salvo que medie autorización de la oficina de Trabajo. 
No obstante, quienes fueren despedidos o su contrato terminado por razón de su limitación, sin el cumplimiento del requisito previsto en el inciso anterior, tendrán derecho a una indemnización equivalente a ciento ochenta días del salario, sin perjuicio de las demás prestaciones e indemnizaciones a que hubiere lugar de acuerdo con el Código Sustantivo del Trabajo y demás normas que lo modifiquen, adicionen, complementen o aclaren.

Sin embargo, como el contenido de la norma, en varias oportunidades dio vía libre al despido de trabajadores en condición de discapacidad, la Corte Constitucional declaró la exequibilidad condicionada de esa normativa, en el sentido de aclarar que el pago de una indemnización al trabajador discapacitado no convierte el despido en eficaz, si éste no se ha hecho con la previa autorización del Ministerio del Trabajo. 

Por su parte, la Ley 776 de 2002, estableció en su artículo 8, la obligación del empleador de ubicar al trabajador incapacitado parcialmente en el cargo que desempeñaba o a proporcionarle un trabajo compatible con sus capacidades y aptitudes, para lo cual deberá efectuar los movimientos de personal que sean necesarios. 

Igualmente, la Ley Estatutaria 1618 de 2013, contiene algunas disposiciones para garantizar el pleno ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad y en el artículo 13 determina que “todas las personas con discapacidad tienen derecho al trabajo”, para lo cual se proponen medidas para garantizar su ejercicio efectivo en términos de igualdad de oportunidades, equidad e inclusión.

Ahora bien, definido el marco legal, es necesario precisar cuáles son los elementos que conforman el derecho a la estabilidad laboral reforzada, en efecto, la Corte Constitucional tiene definido
: 
“(i) el derecho a conservar el empleo, (ii) a no ser despedido en razón a su situación de vulnerabilidad, (iii) a permanecer en él hasta que se configure una causal objetiva que amerite la desvinculación laboral y (iv) a que el inspector de trabajo o la autoridad que haga sus veces, autorice el despido con base en la verificación previa de dicha causal, a fin de que el mismo pueda ser considerado eficaz”.
De la Reubicación Laboral: 
Atendiendo el contenido de la Ley 776 de 2002, el máximo órgano Constitucional, ha definido
:
“En algunos casos, el derecho a la reubicación en un cargo compatible con las condiciones de salud del trabajador no se limita al simple cambio de funciones. Para garantizar el ejercicio real de este derecho, la reubicación debe estar acompañada de la capacitación necesaria para que el trabajador se desempeñe adecuadamente en su nueva labor. Así, el artículo 54 de la constitución se refiere específicamente a las obligaciones que le competen al Estado y a los empleadores en lo que se refiere a la habilitación profesional y técnica y a la obligación de garantizar a los disminuidos físicos el derecho al trabajo de acuerdo con sus condiciones de salud. Por supuesto, una persona que ha sido reubicada de su puesto normal de trabajo como consecuencia de una disminución física requiere capacitación para desempeñar sus nuevas funciones. De tal modo que, en este caso, la demandante requería ser capacitada para su nueva labor.”

De acuerdo a lo anterior, la Corte ha señalado que la estabilidad laboral reforzada se fundamenta en la prohibición de discriminación frente al acceso y permanencia en el mercado laboral, y el derecho a “la reincorporación y a la reubicación del trabajador discapacitado, sin que ello signifique desmejorar sus condiciones de empleo, sino […] buscar alternativas laborales compatibles con su situación”
 acompañado de la correspondiente capacitación para que pueda cumplir con nuevas labores.
 Siendo así, si una persona es desvinculada laboralmente debido a la pérdida de su capacidad para trabajar “deberá ser reintegrada (…), recibir la capacitación que permita desarrollar sus capacidades en un puesto de trabajo acorde a sus condiciones especiales, y por supuesto, deberá conservar la misma remuneración y categoría que ostentaba”
.

Del régimen legal aplicable a los Soldados Profesionales:


Son dos normativas las que deben traerse a colación, los Decretos 1793 de 2000 y 1796 del mismo año.
El primero en el canon 1°, define quiénes ostentan la calidad de soldados profesionales y, más adelante en el artículo 8° consagra la clasificación, en cuento a la forma y causales, del retiro del servicio activo, señalando en el liberal a), numeral 2° “Por disminución de la capacidad psicofísica”; ítem que conforme al artículo 10 ibídem da lugar al retiro del servicio.

Por su parte, el Decreto 1796, define la capacidad psicofísica de la siguiente manera:

“ARTICULO 2. DEFINICIÓN. Es el conjunto de habilidades, destrezas, aptitudes y potencialidades de orden físico y psicológico que deben reunir las personas a quienes se les aplique el presente decreto, para ingresar y permanecer en el servicio, en consideración a su cargo, empleo o funciones. 

La capacidad sicofísica del personal de que trata el presente decreto será valorada con criterios laborales y de salud ocupacional, por parte de las autoridades médico-laborales de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional.”

Y, el artículo 3° califica la capacidad sicofísica para el ingreso y permanencia en el servicio como “apto, aplazado y no apto”, considerando a este último como, “quien presente alguna alteración sicofísica que no le permita desarrollar normal y eficientemente la actividad militar, policial o civil correspondiente a su cargo, empleo o funciones.”

Así las cosas, puede colegirse que solo puede permanecer en el servicio activo aquel que no presente mengua en su capacidad psicofísica, sin embargo, el artículo 10 del Decreto 1796 del cual se extrae esta conclusión, deja en evidencia una vulneración directa al derecho a la estabilidad laboral reforzada y desconoce las obligaciones del Estado de asegurar la protección de las personas en condición de discapacidad y la de procurar acciones legislativas y judiciales coherentes para su protección; de tal manera que revisada la jurisprudencia constitucional, se advierte que en múltiples oportunidad se ha tenido la necesidad de dar aplicación a la excepción de inconstitucionalidad de esa normativa, tal y como se advierte, entre otras en las sentencias T-503/2010, T-081/2011 y T-459/2012, por lo que esta Sala de Decisión en caso de advertir similitud fáctica con ellos, también lo hará.
Del caso concreto:
Antes de continuar con el análisis del presente asunto, es menester aclarar que el requisito de subsidiariedad se encuentra satisfecho, por cuanto si bien la regla general es la improcedencia de la tutela para obtener el reintegro, la misma se ha admitido de manera excepcional cuando se advierte la configuración de un perjuicio irremediable o se trate de un trabajador en situación de debilidad manifiesta; condiciones que aquí se reúnen por cuanto debe recordarse que en el escrito de amparo el señor Cruz Ospina manifestó que se encontraba desempleado, que no tenía ningún ingreso para su subsistencia y la de sus dos hijos de 2 y 6 años de edad, además que su situación de vulnerabilidad es evidente, por la incapacidad que padece y su condición de desempleado.

Atendiendo el contenido de la información plasmada en el Acta de Junta Médica Laboral N° 78702 y la emitida por el Tribunal Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, es viable afirmar que en realidad el señor Jhon Kennedy Cruz Ospina se desempeñó como soldado profesional y que en el cumplimiento de sus funciones sufrió una lesión en su columna vertebral, causado al momento de llevar un bulto de víveres sobre su hombro que le hizo sentir un dolor fuerte, sintomatología por la cual consultó y posteriormente fue calificado en primera instancia por la Junta Médica de la Dirección de Sanidad del Ejército y, en segunda, por el Tribunal  Médico Laboral de Revisión Militar y de Policía, quienes coincidieron en calificarlo con una incapacidad permanente parcial, como no apto para el servicio y, adicionalmente, sin recomendación de reubicación; informes o dictámenes con los cuales el Ejército Nacional fundó la decisión de retirarlo del servicio.
A juicio de esta Sala, si bien en principio puede considerarse que la decisión del Ejercito Nacional es legítima, no puede perderse de vista  que conforme a lo expuesto a lo largo de la decisión, se trata de una orden que desconoce los mandatos constitucionales y los compromisos internacionales del Estado Colombiano en cuanto debe asegurar la protección a las personas que han sufrido una discapacidad, como es el caso de los soldados profesionales.
Aunado a lo anterior, llama la atención que en las actas médicas referidas, se haya conceptuado que el señor Cruz Ospina no era posible reubicarlo, cuando conforme al contenido de las mismas se advierte que el manifestó “cabe agregar que esto no ha sido impedimento hasta la fecha para seguir laborando en mi unidad militar ya que me ubicaron ayudar –sic-en archivo ya lo cual me capacité en el centro de capacitación SENA 3-“ (fl. 11) y que se “se desempeña en ayudantía del grupo G2 hace 3 años” (fl. 14); es decir, no se entiende por qué no es posible su reubicación si durante un lapso considerable se desempeñó en actividades administrativas, sin que fuera óbice para ello, la ambigua intensidad horaria, que según la accionada, es el impedimento para atender sus destrezas académicas u operativas.
Frente a lo indicado, es necesario recordar lo expuesto por la Corte Constitucional, así
:
“Al respecto, es apropiado traer a colación lo aducido por esta Corporación en la Sentencia T-437 del 2 de julio de 2009
, en el cual el Ejército Nacional informó a la Corte sobre la existencia de una “Oficina de Atención al Personal Militar Herido en Combate del Ejército Nacional”, dependencia creada en 2007, cuya función se extiende igualmente a la atención de personal militar afectado en su salud por “actos del servicio o por causa inherente al mismo”. Informó igualmente acerca de la existencia de un conjunto de convenios interinstitucionales, suscritos con diversas fundaciones, encaminados precisamente a brindarle un apoyo al mencionado personal, a efectos de ayudarlos en su proceso de incorporación al mundo laboral.”

Corolario de lo expuesto, se advierte la posibilidad que tiene el Ejército Nacional para reubicar al señor Jhon Kennedy Cruz Ospina, no solo en el cargo que desempeñó dentro de los 3 años previos al retiro del servicio, como en Oficina de Atención al Personal Militar Herido en Combate del Ejercito Nacional, tal y como se refiere en el anterior aparte jurisprudencial.

Lo hasta aquí discurrido, encuentra sustento entre otras, en la sentencia T-382 de 2014, proferida por la Corte Constitucional, con Ponencia del doctor Jorge Ignacio Pretelt Chaljub:

“El reconocimiento jurisprudencial del derecho a la reubicación de los soldados profesionales que ven disminuida su capacidad laboral. 

Una vez realizadas las precisiones pertinentes frente al régimen legal aplicable a los soldados profesionales, queda claro que los mismos deben contar con plena capacidad psicofísica con el fin de cumplir con la función que les ha sido asignada. Sin embargo, no se puede concluir que ello signifique que el Estado puede retirar a quienes han servido en la fuerza pública y han sufrido un menoscabo en sus aptitudes físicas, en detrimento de sus garantías a la salud y al mínimo vital.
(…) 
Por otra parte, en la Sentencia T-503 de 2010
, proferida por este mismo despacho, al estudiar un asunto con similitud fáctica al ahora analizado, se sostuvo que la estipulación referente al retiro del servicio de los soldados profesionales se encontraba amparada por la presunción de constitucionalidad y legalidad, en tanto no había sido objeto de pronunciamiento por parte del Consejo de Estado. No obstante, al examinar el caso de un ex miembro del Ejército Nacional, quien fue desvinculado debido a que su capacidad laboral disminuyó en un 28.25%, se acudió a la excepción de inconstitucionalidad del artículo 10 del Decreto 1793 de 2000, argumentando que al aplicarse dicha norma en el caso concreto, se transgredían los derechos fundamentales del accionante.
En dicha sentencia, se reconoció que si bien “se requiere la plena capacidad sicofísica de un soldado profesional, al mismo tiempo, no debe perderse de vista, tal como se explicó, que el Estado debe asegurar una debida protección a las personas que han sufrido una discapacidad en actos relacionados con el servicio, como es el caso de los soldados profesionales.” Por ello, este Tribunal ordenó la reincorporación del soldado. 

La misma posición fue adoptada en la sentencia T-081 de 2011
, en la que se estudió el caso de un soldado profesional que fue víctima de una mina antipersona cuando se encontraba prestando el servicio. A raíz de dicho accidente, fue calificado con una pérdida de capacidad laboral del 32.57% que llevó a la declaratoria de no aptitud para continuar en la institución. En esa ocasión, este Tribunal decidió ordenar el reintegro del actor a uno de los programas de la entidad demandada, tomando en cuenta para ello su grado de escolaridad, habilidades y destrezas. 

Dicho pronunciamiento resaltó que “que la desvinculación del demandante de la fuerza castrense lo deja desprovisto de un trabajo que le permita desarrollarse de manera efectiva en la sociedad, este retiro desconoce los preceptos trazados por la Organización Internacional del Trabajo
 en materia de integración social, por ello es vital comprender que a pesar de que las personas que hacen parte de un cuerpo institucional armado son formadas para la guerra y su trabajo está dado dentro del conflicto, no por ello cuando por curso de éste se ven transgredidas en su integridad física o síquica dejan de ser “útiles” en su labor y para la sociedad. Por consiguiente, no deben ser desvinculadas sin que medien formas de contrarrestar el daño ocasionado”.

En este punto, vale la pena señalar que la reincorporación no tiene que ser necesariamente al mismo cargo que desempeñaba el individuo, sino que éste debe “ser reubicado en una actividad que pueda desempeñar, teniendo en cuenta tanto su grado de escolaridad así como sus habilidades y destrezas”
.
Dentro de la misma línea argumentativa, en la Sentencia T-459 de 2012
,  se decidió inaplicar por inconstitucional el artículo 10° del Decreto 1793 de 2000, por considerarlo vulneratorio de los derechos fundamentales de un ex soldado profesional retirado de la institución por una perdida en su capacidad laboral. 

En este orden de ideas, se puede observar la importancia que cobran tanto la estabilidad laboral reforzada respecto a los miembros de la fuerza pública, quienes se encuentran en situación de discapacidad, como la protección preferente en materia de empleo a las personas en situación de discapacidad. De esta forma, aun cuando existe un régimen especial para los soldados profesionales que incluye la disminución de la capacidad psicofísica dentro de las causales para el retiro del servicio, la Corte ha considerado que en algunos casos la aplicación de esta causal puede conllevar la vulneración de los derechos fundamentales del soldado desvinculado y por ello la ha inaplicado en uso de la excepción de inconstitucionalidad”.  
Existiendo identidad fáctica con las sentencias T-503/2010, T-081/2011 y T-459/2012, se inaplicará por inconstitucional el artículo 10 del Decreto 1793 de 2000 y en consecuencia, tutelará los derechos fundamentales al trabajo, a la vida digna, al mínimo vital, a la igualdad y a la estabilidad laboral reforzada invocados por el accionante.
Así mismo, se ordenará al Ejército Nacional, que dentro del término de cuarenta y ocho (48)  siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda al reintegro inmediato del demandante en uno de sus programas o en otra área en la cual pueda prestar sus servicios de acuerdo con sus habilidades, destrezas y formación académica. 
De igual forma, que cancele al actor todos los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde la fecha del retiro del servicio hasta la fecha de expedición de esta sentencia, además que cotice los aportes a la Sistema General de Seguridad Social desde el momento en que fue desvinculado de sus labores hasta cuando se haga efectivo el reintegro, y que le pague la sanción establecida en el inciso segundo del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Cuarta de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la constitución,
FALLA

PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales al al trabajo, a la vida digna, al mínimo vital, a la igualdad y a la estabilidad laboral reforzada del señor JHON KENNEDY CRUZ OSPINA.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior ORDENAR, al señor Comandante del Ejército Nacional, Mayor General Jaime Alfonso Lasprilla Villamizar o quien haga sus veces, que dentro del término de cuarenta y ocho (48)  siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda al reintegro inmediato del demandante en uno de sus programas o en otra área en la cual pueda prestar sus servicios de acuerdo con sus habilidades, destrezas y formación académica. 
De igual forma, que dentro de los ocho días (08) siguientes a la notificación de este proveído, cancele al actor todos los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde la fecha del retiro del servicio hasta la fecha de expedición de esta sentencia, además que cotice los aportes a la Sistema General de Seguridad Social desde el momento en que fue desvinculado de sus labores hasta cuando se haga efectivo el reintegro, y que le pague la sanción establecida en el inciso segundo del artículo 26 de la Ley 361 de 1997.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes el contenido de este fallo en los términos del artículo 16 del Decreto 2591 de 1991, informándoseles que el mismo puede ser impugnado dentro de los tres días siguientes a la notificación.

CUARTO: DISPONER que en caso de que la presente decisión no fuese impugnada, se remita el expediente para ante la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO
Magistrado Ponente
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN                    JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

            Magistrada                                                                 Magistrado

ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Ley 1346 de 2009)


� T-263-2009


� T-1010-2001.


� Ver sentencias T-081 de 2011 (MP Jorge Iván Palacio Palacio) y T-1048 de 2012 (MP Luis Guillermo Guerrero Pérez). 


� Ver sentencia T-1040 de 2001 (MP Rodrigo Escobar Gil).


� Ver sentencia T-910 de 2011 (MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo).


� T-503 de 2010, reiterada en T-382 de 2014.


�M.P. Humberto Antonio Sierra Porto.


�M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


� M.P. Jorge Iván Palacio Palacio


� Convenio 159  del O.I.T sobre la Readapatación Profesional y el Empleo de las Personas Inválidas Adoptado por la Conferencia General de la Organización Internacional del Trabajo en su 69ª reunión, Ginebra 1983; aprobado por la Ley 82 de 1988 y promulgado mediante Decreto 970 de 1994.


� Sentencia T-503 de 2010. M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 


� M.P. Jorge Iván Palacio Palacio. 





